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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
QUINTO JUZGADO ESPECIALIZADO EN LO CONSTITUCIONAL D E LIMA 

 
EXPEDIENTE       : 10527-2015-0-01801-JR-CI-05 
JUEZ                     : HUGO VELASQUEZ ZAVALETA 
ESPECIALISTA   : MARIA GLADIS VIVANCO ESPINOZA 
DEMANDANTE   : CARLOS RUIZ HUAYLLACCAHUA  
DEMANDADO     : MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS H UMANOS. 
MATERIA            : PROCESO DE AMPARO. 
 

SENTENCIA 
 

RESOLUCION: 09 
Lima, 10 de mayo de 2016. 
 
ASUNTO:  
Proceso de amparo iniciado por Carlos Ruíz Huayllac cahua contra el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y  contra  la Secretaría Técnica 
de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel de las Acciones y Políticas del 
Estado en los Ámbitos de Paz, Reparación Colectiva y Reconciliación 
Nacional. 
 
ANTECEDENTES. 
 
De la demanda: Fluye del texto de la demanda-folio 57 a 98- que el petitorio de 
la parte actora es que se proteja su derecho humano a la reparación integral y 
que cese la omisión que atenta contra la reparación económica que le 
correspondería por el asesinato de su madre. Y también solicita que se deje sin 
efecto el Informe N° 82-2013-JUS/OGAJ que habría re alizado una indebida 
interpretación del Decreto Supremo N° 015-2006-JUS.  Para ello sustenta su 
demanda –en síntesis- en los siguientes hechos: 
 
1. Refiere que el 26 de agosto de 2004, se publicó el Decreto Supremo N° 

062-2003-PCM que aprobó el marco programático de la acción del Estado 
en materia de paz, reparación y reconciliación nacional. Y que el 28 de julio 
de 2005 se publicó la Ley N° 28592 que aprobó el Pl an Integral de 
Reparaciones para las víctimas de la violencia política ocurrida entre mayo 
de 1980 y noviembre del 2000. Finalmente, el 5 de julio de 2006, se publicó 
el Reglamento de la Ley N° 28592, Decreto Supremo N ° 015-2006-JUS 
(modificado luego por Decreto Supremo N ° 051-2011- PCM).  
 
La interpretación de esta es última norma es materia de controversia en 
este amparo, pues dispone en su artículo 3 que el monto de la reparación 
económica ascenderá a S/. 10,000.00 por víctima o por persona con 
discapacidad. Siendo que para los familiares sobrevivientes se deberá 
dividir en 50% para el (la) cónyuge y el otro 50% se repartirá de modo 
equitativo entre los otros familiares.  
 

2. Dentro de ese marco legal, añade el demandante, fue incorporado en el 
Registro de Personas con Discapacidad, con el Código N° P05013570, 
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debido a que perdió un brazo en un enfrentamiento con un grupo terrorista. 
Por ello, sostiene, recibió una reparación ascendente a S/. 10,000.00. 
 

3. El demandante también refiere que su madre Constantina Huayllaccahua 
Vílchez fue asesinada por un grupo terrorista, por lo que también fue 
incluida en el Registro de Personas con Discapacidad, con el Código 
N°P05011289 y se acreditó a sus cuatro hijos como l os familiares a 
quienes correspondía la reparación. Siendo que mediante Resolución 
Ministerial N° 204-2014-JUS se ha dispuesto la entr ega de S/. 2,500 como 
reparación a cada hermano, excluyendo al actor.  

 
4. En ese sentido, señala el actor, que la parte de su reparación le fue negada 

por la entidad demandada, dado que sustentándose en el Informe N° 82-
2013-JUS/OGAJ sostuvo que ya había recibido una reparación previa por 
su discapacidad (pérdida del brazo), es decir, que no tiene derecho a 
recibir una reparación por cada afectación padecida, sino solamente una 
única reparación que incluiría todo concepto. 

 
5. Concluye señalando que el 25 de noviembre de 2014, solicitó la reparación 

que le corresponde por el fallecimiento de su madre, sin respuesta alguna 
hasta la fecha. 

 
Del trámite del proceso: 
 
Mediante resolución 01 de fecha 10 de septiembre de 2015 se admitió a trámite 
la demanda y se corrió traslado a las partes demandadas, a efectos que la 
absuelvan.  
 
Por escrito del 24 de septiembre de 2015, el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos dedujo excepciones y contestó la demanda, sosteniendo lo siguiente: 
 
1. El Informe N° 82-2013-JUS/OGAJ contiene una inte rpretación del sistema 

normativo, de modo que el pedido de invalidarlo consiste en un imposible 
jurídico. Esto porque tal Informe no genera efectos jurídicos, de modo que 
no generaría amenazas ni lesiones de derechos. 
 

2. Añade que también es un imposible jurídico el pedido de reparación por 
cada daño padecido, pues para que eso proceda se requeriría modificar el 
artículo 44 del Reglamento de la Ley N° 28592, apro bado por Decreto 
Supremo N° 15-2006-JUS y modificado luego por el De creto Supremo N° 
051-2011-PCM). Esta norma dispondría que si alguien ya recibió un 
beneficio del Estado, sería irrazonable volver a otorgárselo.  

 
3. Concluye la parte demandada señalando que el reclamo de la demanda 

de amparo carecería de un contenido constitucional directo y que, 
además, el reclamo carece de la urgencia que justifique su trámite en esta 
vía constitucional. 
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 Y por resolución 02, del 20 de noviembre de 2015, se corrió traslado de las 
excepciones al demandante que las absolvió por escrito del 7 de diciembre de 
2015. 
 
Por resolución 03 de fecha 18 de enero de 2016, se declararon infundadas las 
excepciones y se dispuso que pasen los autos a Despacho para la sentencia. 
Sin embargo, mediante Oficio N° 020-2016/DP, presen tado el 13 de enero de 
2016, el Defensor del Pueblo informa al Juzgado del constante incumplimiento 
de la obligación de reparar las afectaciones contra derechos humanos, 
situación que perjudicaría a 5,500 personas. 
 
Por resolución 04, de fecha 18 de enero de 2016, se dispone agregar a los 
autos la información otorgada por la Defensoría del Pueblo y se notifica a las 
partes con la misma, dejándose los autos para sentenciar. Cabe resaltar que, la 
referida información no ha sido contestada ni negada por la parte demandada.   
 
Siendo su estado, corresponde emitir sentencia. Se emite sentencia en la fecha 
debido a la elevada carga procesal del juzgado, la complejidad y novedad del 
caso.      
 
CONSIDERANDO:  
 
PRIMERO: Del proceso constitucional de amparo : De acuerdo al artículo 
200° inciso 2 de la Constitución, el amparo procede  contra el hecho u omisión, 
por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza 
derechos constitucionales distintos a los tutelados por el hábeas corpus y al 
hábeas data, siendo su finalidad la de proteger tales derechos, reponiendo las 
cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación, como establece 
el artículo 1° del Código Procesal Constitucional, Ley 28237. 
 
SEGUNDO: Del petitorio : Fluye del texto de la demanda, que el petitorio de la 
parte actora, es que se proteja su derecho humano a la reparación integral y 
que cese la omisión que atenta contra la reparación económica que 
correspondería al amparista por el asesinato de su madre. Y también solicita 
que se deje sin efecto el Informe N° 82-2013-JUS/OG AJ que habría realizado 
una indebida interpretación del Decreto Supremo N° 015-2006-JUS.  
 
TERCERO: La factibilidad de tramitar la pretensión de la a ctora vía 
amparo.  
 
Este Juzgado debe obrar de manera prudente, pues el derecho a la reparación 
integral puede tener sus fundamentos en el derecho constitucional de 
propiedad o puede ser una consecuencia jurídica de la afectación de algún otro 
derecho constitucional de contenido no económico. Ciertamente, de los hechos 
narrados en la demanda y no objetados en la contestación, se aprecia que el 
actor no reclama la restitución de un daño contra su patrimonio, sino una 
reparación simbólica por los daños padecidos como consecuencia de la 
agresión del derecho a la salud y vida de su madre, quien fue torturada y 
asesinada por un grupo terrorista. 
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Por tanto, en este proceso de amparo no se discute un asunto de corte 
económico vinculado con el derecho constitucional de propiedad, sino que se 
ventila una materia no directamente patrimonial, referida a los remedios que se 
prevén contra las afectaciones de derechos humanos y que, en este caso, 
consiste en la reparación “efectiva” que corresponde contra la agresión del 
derecho a la salud y vida de la madre del actor. Es decir, se reclama la falta de 
eficacia o falta de una de tutela administrativa efectiva de un remedio 
constitucional.  
 
En resumen, el objeto de esta controversia se referirá a determinar si el Estado 
ha cumplido o no con hacer efectiva la reparación constitucional que 
correspondería al actor por la afectación del derecho humano a la salud y vida 
de la madre del actor. Asunto que si bien no ha sido expresa y debidamente 
demandado, no puede quedar sin tutela en virtud del principio de suplencia de 
queja deficiente, cuyo desarrollo veremos más adelante.   
 
Por consiguiente, la pretensión demandada sí tiene sustento constitucional, 
dado que la protección del derecho a un procedimiento eficaz (debido proceso) 
y el derecho a la salud son tutelables en vía de amparo, tal como lo prevé el 
artículo 37, incisos 16 y 24, respectivamente, del Código Procesal 
Constitucional. 
 
 
CUARTO: Determinación de los hechos del caso.  La dimensión subjetiva 
de la controversia. De los actuados ofrecidos en la demanda y no objetados 
por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en su contestación de 
demanda, se aprecia que: 
 
- El 26 de agosto de 2004, se publicó el Decreto Supremo N° 062-2003-

PCM que aprobó el marco programático de la acción del Estado en 
materia de paz, reparación y reconciliación nacional. Y el 28 de julio de 
2005 se publicó la Ley N° 28592 que aprobó el Plan Integral de 
Reparaciones para las víctimas de la violencia política ocurrida entre 
mayo de 1980 y noviembre del 2000. Finalmente, el 5 de julio de 2006, se 
publicó el Reglamento de la Ley N° 28592, Decreto S upremo N° 15-2006-
JUS (modificado luego por Decreto Supremo N ° 051-2 011-PCM).  
 

- En efecto, el texto actual del artículo 3 del citado Reglamento incorpora la 
siguiente definición: 

 
“Plan Integral de Reparaciones – PIR.-  
Es el Instrumento técnico normativo que establece los principios, enfoques, 
objetivos, políticas y acciones que guían la acción del Estado para sus tres niveles 
de gobierno, en materia de reparación, a las víctimas de la violencia ocurrida 
durante el período comprendido entre mayo de 1980 y noviembre de 2000 (…)” 

 
- El demandante fue incorporado al Registro Único de Víctimas con el 

Código N° P05013570, debido a que perdió un brazo e n un 
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enfrentamiento con un grupo terrorista1. Tal situación le dio derecho a ser 
beneficiario del Plan Integral de Reparaciones creado por Ley N° 28592 
(anexo 8 de la demanda-folio 8-). Por ello, el demandante reconoce que 
recibió una reparación ascendente a S/. 10,000.00. 
 

- Ciertamente, la Resolución Ministerial N° 0147-201 4-JUS de fecha 9 de 
mayo de 2014, aprobó la Lista N° 11 de beneficiario s del  Programa de 
Reparaciones Económicas, dentro de la cual se encuentra el demandante 
con el número 10854 (anexos 11 y 12 de la demanda-folios 11 y 12-). 
 

- Asimismo, la madre del demandante, doña Constantina Huayllajahua 
Vílchez, fue torturada y asesinada por un grupo terrorista, por lo que 
también fue incluida en el Registro Único de Víctimas, con el Código N° 
P05011289 (anexo 9 de la demanda-folio 09-).  
 
Y mediante Resolución Ministerial N° 0204-2014-JUS de fecha 29 de 
septiembre de 2014, se aprobó la Lista N° 12 de ben eficiarios del 
Programa de Reparaciones Económicas, dentro de la cual se encuentran 
las hermanas del demandante, Cirila y Paulina Ruiz Huayllacchua con los 
números 14197 y 14198, respectivamente, como beneficiarias de la 
reparación por el asesinato de su madre (anexos 11 y 12 de la demanda). 
 

- No obstante, como reconoce el demandante y no objeta el demandado 
(carta de fecha 25 de noviembre de 2014, adjuntada como anexo 18 de la 
demanda), los beneficiarios finales fueron sus hermanas Cirila, Paulina y 
Epifanía Ruiz Huayllacchua a quienes se les otorgó S/. 7500.00 nuevos 
soles en total, es decir, S/. 2,500.00 nuevos soles para cada una. 
 
En tal sentido, en ese mismo documento el demandante solicita que se 
reconozca su derecho a la reparación, sin respuesta alguna hasta la 
fecha. 

 
De los hechos descritos, ha quedado plenamente acreditado para este Juzgado 
que el demandante ha padecido dos distintas afectaciones  a sus derechos 
constitucionales. La primera consistió en la pérdida de un brazo como 
consecuencia de un ataque terrorista. Y la segunda consistió en el asesinato de 
su madre cometido por un grupo terrorista. Siendo que sólo respecto del primer 
caso obtuvo una reparación, y para lo segundo fue excluido, sin respuesta 
alguna ante sus reclamos.   

 

                                                 
1 “Artículo 38 del Reglamento.  Casos a ser considerados para determinar e identificar a 

los beneficiarios del programa de reparaciones económicas.- 
Teniendo en cuenta los listados a que se hace referencia en el artículo 42, el Consejo de 
Reparaciones determinará e identificará los beneficiarios del Programa de Reparaciones 
Económicas entre los siguientes casos: 
(…) 
c)  las personas que como resultado de atentados, agresiones o torturas, tienen una 

discapacidad física o mental permanente, parcial o total (reconocida por la 
Comisión Nacional de Discapacidad (CONADIS)…”. 
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Esta es la situación que discute el demandante, pues –a diferencia de sus 
hermanas- él es excluido de la condición de beneficiario de la reparación 
que corresponde por el asesinato de su madre.  
 

QUINTO: La dimensión objetiva de la controversia.- Junto al escrito de 
demanda se ofrece (anexos 23 y 24) el Informe de Adjuntía N° 02-2013-
DP/ADHPD, de febrero de 2013, de la Adjuntía de Derechos Humanos y de las 
Personas con Discapacidad denominado “Análisis de la Normatividad vigente 
sobre reparaciones económicas a beneficiarios con más de una afectación”. 
Este documento fue alcanzado por la Defensoría del Pueblo a la entidad 
demandada mediante Oficio N° 058-2013-DP/ADHPD, de fecha 8 de febrero de 
2013. 
 
En dicho Informe precisamente se analiza la situación de personas que 
afrontan situaciones como las del demandado, es decir, que han padecido más 
de una afectación de derechos y de las reparaciones que deberían 
corresponderles. La Defensoría del Pueblo cuestiona que se invoque una 
interpretación restrictiva del Reglamento de la Ley N° 28592 para negar las 
reparaciones que corresponden a los que padecen más de una afectación de 
sus derechos constitucionales. 
 
Para ello, se hace énfasis en el análisis de lo previsto por el artículo 44 y 55 del 
Reglamento de la Ley N° 28592 (modificado por el De creto Supremo Nº 003-
2008-JUS) que es el que invocaría la entidad demandada para negar las otras 
reparaciones a los afectados. A saber:  

 
“ARTÍCULO 44.- EXCLUSIONES.-  
La asignación de reparación económica se encontrará compensada o excluida, si 
ya se ha recibido algún beneficio dinerario como medida de reparación por parte 
del Estado por: 

 
a) Aplicación de la normatividad legal vigente (…) 
 
La asignación de reparación económica no excluye o limita el goce de otros 
beneficios otorgados por el Estado que hayan sido establecidos de acuerdo a ley, 
a excepción de lo indicado en el párrafo anterior. 
 
Si el beneficiario tiene derecho a recibir más de una medida de reparación 
económica, recibirá la más ventajosa”. 

 
 
“ARTÍCULO 52.- EXCLUSIONES DE LA CONDICIÓN DE BENEFI CIARIOS.- 
No son considerados beneficiarios de la Ley y del presente Reglamento: y por 
ende no son beneficiarios de los programas a que se refiere la presente Ley: 
(…) 

 
b) Las víctimas que hubieran recibido reparaciones por otras decisiones o 

políticas del Estado sean leyes especiales de atención a las víctimas o por 
cumplimiento de sentencias o acuerdos internacionales sobre reparaciones, 
bajo el principio de que no se puede recibir doble tipo de beneficio por la 
misma violación (…)” 
 

Al respecto, el Informe de Adjuntía N° 02-2013-DP/A DHPD concluye (páginas 9 
y 10) lo siguiente: 
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5.1. Las exclusiones mencionadas en los artículo 44 ° y 52° del Reglamento 
PIR [Plan Integral de Reparaciones] se refieren explícitamente a los 
afectados que ya han sido reparados económicamente por el Estado en 
virtud de ‘otras decisiones políticas o políticas del Estado’, sean leyes 
especiales –como las de los Comités de Autodefensa-, o acuerdos 
internacionales, por el ejemplo, ante el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. No involucra aquellos que serán reconocidos y/o reparados 
económicamente a partir de la normatividad PIR. 
 

5.2. La proyección del gasto fiscal de la ejecución del Programa de 
Reparaciones Económicas fue presupuestada en relación con cada víctima 
desaparecida, fallecida, de violación sexual o con discapacidad. Por tanto, a 
los/as beneficiarios/as les corresponde indemnización conforme al número 
de víctimas o afectaciones que registre. Ello de ninguna manera implicará 
un incremento del presupuesto para la ejecución del programa de 
reparaciones económicas. 

 
5.3. La interpretación restrictiva de la norma, no sólo desconoce la normativa 

aplicable, sino que resulta contraria al enfoque simbólico y al principio de 
equidad y proporcionalidad que debe respetar el momento de ejecutar las 
reparaciones. Asimismo, desnaturaliza el sentido de la reparación al 
invisibilizar a algunas víctimas; y contraría el sentido del programa de 
reparaciones que implica reconocer, por medios concretos, la 
responsabilidad del Estado en cada una de las violaciones más graves de 
DDHH”. 

 
Algo similar se aprecia en el Informe de Adjuntía N° 08-2014-DP/ADHPD, de 
agosto de 2014 (anexo 26 de la demanda), denominado “Balance del nivel de 
cumplimiento del Programa de Reparaciones Económicas Individuales (PREI)”, 
donde se señala que en la implementación del PREI se ha detectado el 
siguiente problema:  
 

“… hasta julio de 2014 existen 5,324 beneficiarios/as que registran más de un 
afectación con derecho a la reparación económica en el Registro Único de 
Víctimas. Sin embargo, el Estado solo está reconociendo, en todos los casos, una 
sola afectación. 
 
Así tenemos, por ejemplo, el drama de la señora G. O. Y., quien sufrió violación 
sexual en dos oportunidades: en 1990, por miembros de Sendero Luminoso; y, en 
1992, por efectivos del Ejército. A su vez, sus tres hijos fueron asesinados por 
senderistas mientras permanecían cautivos entre los años 1990 y 1993, en la 
provincia de Satipo, Junín. Solo ha recibido S/.10 mil nuevos soles por su 
afectación directa.  
 
Del mismo modo se encuentra el caso de la señora E. G. Ch., quien además de 
haber sufrido violación sexual por parte de efectivos policiales, tiene a su padre 
desaparecido y a su esposo asesinado. Además, su madre fue víctima de 
ejecución extrajudicial en aquel mismo año. Sin embargo, solo ha recibido S/.10 
mil nuevos soles por su afectación directa.  
 
Por otro lado, está el caso de la señora Alejandrina Quispe Gonzáles, cuyo 
esposo, Albino Taipe Cunto, fue asesinado en 1983; su hijo, Adrián Quispe Taipe, 
fue víctima de desaparición forzada en 1987, y su padre, Víctor Quispe Ccoracc 
fue desaparecido en 1984. Ella ha recibido S/.10 mil nuevos soles únicamente por 
la muerte de su hijo Adrián. 
 
Asimismo, los señores Teodoro Cusi Mitma y Victoria Tineo Enciso sufrieron la 
desaparición forzada de sus dos hijos, Fausto y Flavio Cusi Tineo, en 1984 en 
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Ayacucho. Sin embargo, cada uno ha recibido S/.5 mil nuevos soles solo por la 
desaparición de Fausto”. 

 
Este Informe de Adjuntía N° 08-2014-DP/ADHPD fue al canzado a la 
demandada mediante Oficio N° 0389-2014/DP, de fecha  28 de agosto de 2014 
(anexo 25 de la demanda).  

 
En virtud del escenario anterior, el Secretario Ejecutivo de la Comisión 
Multisectorial de Alto Nivel de las acciones y políticas del Estado en los ámbitos 
de paz, reparación colectiva y reconciliación nacional, envía el Oficio N° 111-
2013-JUS/CMAN, de fecha 28 de febrero de 2013 (anexo 16 de la demanda) al 
Director General de la Oficina de Asesoría Jurídica del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos. Esto con el propósito de que le indique cómo debe 
proceder ante la aplicación e interpretación exigida por la Defensoría del 
Pueblo. 

 
Eso motivó que el Director General de la Oficina de Asesoría Jurídica del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos emita el Informe N° 83-2013-
JUS/OGAJ, de fecha 1 marzo de 2013 (anexo 13 de la demanda) donde hace 
una evaluación de los Informes Defensoriales, señalando que no pueden ser 
implementados en la medida que las reparaciones económicas no califican 
como derechos sino como mandatos legales, siendo que la entrega de más de 
dos reparaciones requeriría de una modificación del artículo 44 del Reglamento 
de la Ley N° 28592, asunto que no puede hacerse en la vía administrativa. A 
partir de allí concluye que no cabe una reparación por cada afectación, tal 
como reclama la Defensoría del Pueblo.   

 
Como obra en autos, el Informe N° 83-2013-JUS/OGAJ es materia de una 

pretensión de nulidad del demandante. 
 

Finalmente, mediante Oficio N° 020-2016/DP, present ado el 13 de enero de 
2016, el Defensor del Pueblo informa al Juzgado del constante incumplimiento 
de la obligación de reparar las afectaciones contra derechos humanos, situación 
que perjudicaría a 5,500 personas. Esta afirmación se sustenta en el Oficio N° 
030-2016-JUS-CR-ST, de fecha 6 de junio de 216, en donde el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos informa a la Defensoría del Pueblo que “existe un 
total de 5,516 beneficiarios con más de una afectación que genera el derecho a 
una medida de reparación económica”. 

 
Por resolución 04, de fecha 18 de enero de 2016, se dispuso agregar a los 
autos esa información y se notificó a las partes con la misma, sin que sea 
contestada ni negada por la entidad demandada.   

 
Corresponderá entonces hacer una evaluación jurídica-constitucional de la 
materia controvertida. 
 
SEXTO: Suplencia de queja deficiente.  
 
6.1. Reconocimiento de la suplencia de queja deficie nte. Según lo expuesto 
en la demanda, la parte actora alega una violación a su derecho a la reparación 
económica, sin embargo, como advertimos antes, tal derecho no tiene carácter 
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autónomo, sino que –al menos en el caso concreto- es parte del contenido del 
derecho a la salud y a la vida de la madre del actor, de modo que la evaluación 
del Juzgado debe darse dentro de dicho contexto, puesto que así lo permite el 
principio de suplencia de queja que guía al amparo. 
 
Ciertamente, en ejercicio de su autonomía procesal, el Tribunal Constitucional 
ha creado distintas instituciones procesales, una de ellas es la llamada 
suplencia de queja deficiente. Ha señalado el citado Tribunal que: 

 
“Que, no obstante lo anterior, de los hechos expuestos en la demanda y el 
escrito ampliatorio del accionante, se infiere que existiría en dicho 
contexto un presunto acto lesivo del derecho de propiedad, cuya tutela no 
puede ser obviada por el juez constitucional, aun cuando el accionante no 
haya planteado su demanda en esos términos o los haya planteado o 
percibido de manera deficiente; el juez tiene, pues, desde tal perspectiva, 
el deber de examinar todos y cada uno de los actos que eventualmente 
resulten lesivos de los derechos constitucionales del accionante, si del 
contexto de hechos expuestos y acreditados por él se infiere 
fehacientemente la existencia objetiva y concreta de los mismos. Este 
imperativo de suplencia de queja deficiente, constituye para este supremo 
intérprete de la Constitución un principio implícito de nuestro derecho 
procesal constitucional, que subyace, aunque no se identifica, a lo 
preceptuado por el artículo 7º de la Ley N.° 23506 [anterior Ley de 
Amparo y Habeas Corpus], que alude específicamente a la denominada 
suplencia de deficiencias procesales; la vigencia de este principio en 
nuestro ordenamiento se sustenta, además, en el preeminente valor de 
los derechos cuya tutela se pretende y por cuanto el principio pro 
actione impone que el juez constitucional, en lugar de optar por 
alternativas que supongan el estrechamiento del derecho de acceso a la 
justicia, máxime a la justicia constitucional, debe acoger aquéllas que 
impliquen, por el contrario, una optimización o mayor eficacia del mismo” 
(sentencia emitida en el Expediente 051-2001-HC, fundamento 4). 
 
“Que, no obstante lo anterior, en el petitorio planteado en la demanda y 
reseñado en el primer fundamento de la presente resolución se advierte 
de manera fehaciente que existiría un presunto acto lesivo del derecho de 
acceso a la información contenido en el inciso 5) del artículo 2º de la 
Constitución Política del Estado, extremo que bajo ningún punto de vista 
puede ser omitido por el juez constitucional, dado que, aun cuando el 
accionante no haya planteado su demanda en esos términos o los haya 
planteado o percibido de manera deficiente, el juez tiene el deber de 
examinar todos y cada uno de los actos que eventualmente resulten 
lesivos de los derechos constitucionales del demandante, y, ante ello, 
expedir el trámite correspondiente, en este caso, la acción de hábeas 
data. Este imperativo de suplencia de queja deficiente constituye un 
principio implícito de nuestro derecho procesal constitucional, que 
subyace, aunque no se identifica, a lo preceptuado por el artículo 7º de la 
Ley N.° 23506, el cual alude específicamente a la d enominada suplencia 
de deficiencias procesales. La vigencia de este principio en nuestro 
ordenamiento se sustenta, además, en el preeminente valor de los 
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derechos cuya tutela se pretende y el principio pro actione impone que el 
juez constitucional, en lugar de optar por alternativas que supongan el 
estrechamiento del derecho de acceso a la justicia, máxime a la justicia 
constitucional, debe acoger aquéllas que impliquen, por el contrario, una 
optimización o mayor eficacia del mismo” (Sentencia del Expediente 0790-
2000-AC, f. j. 3). 

 
La suplencia de queja sigue siendo aplicada en forma reciente por el Tribunal 
Constitucional, ratificando que:  
 

“Sin embargo, conforme a lo establecido en los artículos II y III del Título 
Preliminar del Código Procesal Constitucional y en virtud del principio de 
suplencia de queja deficiente, del deber especial de protección de los 
derechos fundamentales que informa los procesos constitucionales y del 
deber de adecuación de las exigencias de las formalidades previstas en el 
Código al logro de los fines de los procesos constitucionales, este Tribunal 
considera que también debe verificarse si se produjo un despido arbitrario 
como consecuencia de la desnaturalización de los contratos de trabajo 
sujetos a modalidad por inicio de actividad que celebraron ambas partes” 
(criterio reiterado en las Sentencias recaídas en el Expediente 2129-2012-
AA, f. j. 4, Expediente 1152-2012-AA, f. j. 3.3.3 y Expediente 1125-2012-
AA, f. j. 3.3.3) 
 

A nivel doctrinal, el maestro mexicano Ignacio Burgoa señalaba que: 
 

“Por tanto, suplir la queja implica no ceñirse a los conceptos de violación 
expuestos en la demanda de amparo, sino que, para conceder al quejoso 
la protección federal, el órgano de control puede hacer valer 
oficiosamente cualquier aspecto inconstitucional de los actos reclamados 
(…) Una demanda de amparo puede ser deficiente, en consecuencia, por 
omisión (falta o carencia) o por imperfección, de donde se infiere que 
suplir su deficiencia significa colmar las omisiones en que haya incurrido o 
perfeccionarla, esto es, completarla”2.  

 
En sede nacional, Edgar Carpio señala cuáles son las características de la 
suplencia de queja: 
 

a) Constituye una excepción a principio de congruencia de las 
sentencias, pues el Juez de Amparo se encuentra autorizado para 
expedir un pronunciamiento más allá de los términos en que se haya 
planteado la demanda. 

b) Es una atribución que le juez debe realizar de manera obligatoria, si 
bien originalmente se le concibió como facultativa. 

c) Se trata de un principio procesal de carácter proteccionista, es decir, 
cuya aplicación sólo debe realizarse a favor del agraviado y nunca 
en su contra. 

d) Es de carácter antiformalista, pues mediante su aplicación, el juez de 
Amparo está en la obligación de dispensarle tutela a los derechos 

                                                 
2BURGOA, Ignacio. El juicio de amparo. 41ª edición. México: 2008, p. 300. 
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constitucionales más allá de los requerimientos formales que 
imponen las reglas del proceso”3.  

 
6.2. La suplencia de queja deficiente en este caso.  De acuerdo con lo 
anterior, el hecho que la defensa del demandante haya invocado a la 
reparación económica como un derecho constitucional autónomo y no como 
parte de un remedio que integra el contenido esencial del derecho 
constitucional a la salud y a la vida, no debe ser impedimento para que este 
Juzgado se pronuncie sobre la afectación de tal remedio y, por su intermedio, 
de la afectación de los derechos a la salud y a la vida. 
 
Más aún si se tiene en cuenta que el pedido de reparación por el asesinato de 
la madre del actor es un asunto que sí se ha discutido en autos, de modo que 
la parte demandada no ve afectado su derecho a la defensa como 
consecuencia de la aplicación de la suplencia de queja que identifica al pedido 
de reparación como parte de otros derechos constitucionales (salud y vida) y 
no como un derecho constitucional autónomo como invoca la parte 
demandante.  
 
Por tanto, la aplicación de aquel principio no vulnera el contradictorio del 
demandado, pues éste –en una fase extraprocesal ha reconocido 
expresamente la lesión de los derechos constitucionales a la salud y vida de la 
madre del demandante (ciertamente, mediante Resolución Ministerial N° 0204-
2014-JUS de fecha 29 de septiembre de 2014, se aprobó la Lista N° 12 de 
beneficiarios del  Programa de Reparaciones Económicas, donde se 
encuentran las hermanas del demandante, Cirila y Paulina Ruiz Huayllacchua 
con los números 14197 y 14198, respectivamente, como beneficiarias  de la 
reparación por el asesinato de su madre). A su vez, en su fase procesal, el 
Ministerio de Justicia y Derechos tampoco ha cuestionado la existencia de una 
lesión de los derechos a la salud y vida de la madre del demandante. 
 
De modo que no existe una controversia entre las partes sobre la lesión de 
tales derechos, siendo la controversia sólo sobre las consecuencias o remedios 
que corresponde ante tal agresión. En ese entendido, la aplicación de la 
suplencia de queja deficiente es respetuosa de las garantías del debido 
proceso de la entidad demandada. 
 
Finalmente, se debe destacar que –al igual que sus hermanas que ya 
recibieron la reparación- el actor se presenta como sucesor de la persona 
afectada y, en esa medida, como titular actual de la reparación económica que 
corresponde ante la afectación de los derechos a la salud y vida de su madre. 
 
De otro lado, este Juzgado debe señalar que el hecho que estemos ante un 
proceso de amparo no debe ser óbice para que este Juzgado se pronuncie 
sobre la dimensión objetiva de la controversia, esto es, sobre la trascendencia 
general que existe sobre el cumplimiento de las normas de reparación 
económica por afectaciones a los derechos humanos. 
                                                 
3CARPIO, Edgar. La suplencia de queja deficiente en el amparo: un análisis comparativo. En: 
Susana Castañeda Otsu (coordinadora). Derecho Procesal Constitucional, Tomo II. Lima: 
Jurista Editores, 2004, p. 702.  
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Como es sabido, nuestro Tribunal Constitucional suele tomar como referencia 
la clásica distinción entre procesos de la libertad y procesos orgánicos. Así, por 
un lado, identifica como procesos constitucionales de la libertad , a aquellos 
destinados esencialmente a la tutela de derechos fundamentales frente a las 
agresiones o amenazas que se generen, entre los que se encuentran los 
procesos de amparo, habeas corpus y habeas data4. Y de otro lado, se hace 
referencia a los procesos constitucionales orgánicos , destinados 
principalmente a la realización de los principios de supremacía constitucional y 
de legalidad, entre los que se encuentran los procesos de inconstitucionalidad y 
de acción popular5.  
 
No obstante, el mismo Tribunal ha relativizado esa clásica distinción, señalando 
que al amparo del Artículo II del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional “todo” proceso constitucional tiende al mismo tiempo  a la 
protección de una dimensión subjetiva de la Constitución Política y de una 
dimensión objetiva de la misma6. La primera, guarda relación con la tutela de 
los derechos fundamentales, mientras que la segunda tiene que ver con la 
debida interpretación de tales derechos y la consecuente protección del 
principio jurídico de supremacía constitucional. 
 
Ese razonamiento del Tribunal Constitucional descansa en la naturaleza misma 
de los derechos constitucionales. En efecto, según el propio Tribunal “(…) los 
derechos fundamentales no sólo tienen una vertiente subjetiva, sino también 
una dimensión objetiva, pues representan los valores materiales de todo el 
sistema jurídico nacional y, en esa condición, informan a la legislación, 
administración y jurisdicción. En esa medida, el Tribunal considera que el 
amparo no sólo puede entenderse como un proceso en cuyo seno se diluciden 
problemas que atañen únicamente a las partes que en él participen, sino como 
una acción de garantía en la cual subyace un orden público, representado por 
los derechos constitucionales cuya defensa, en el ámbito de su competencia, la 

                                                 
4 En esa línea el TC se ha pronunciado dejando sentado que: “Que el artículo 1º del Código 
Procesal Constitucional establece que los procesos de la libertad tienen por finalidad proteger 
los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza 
de violación de dichos derechos, salvo que luego de presentada la demanda haya cesado la 
agresión o ésta haya devenido en irreparable”. Resolución emitida en el Expediente 05285-
2006-HC/TC, f. j. 2 (Caso Buenaventura Jibaja Contreras). Y también ha señalado que: “Los 
efectos de las sentencias recaídas en los denominados procesos de la libertad (amparo, 
hábeas corpus y hábeas data) se retrotraen al momento en que se produjo la afectación 
constitucional, de modo tal que, en lo que fuere del caso, deben considerarse nulos los efectos 
que se deriven del acto reputado inconstitucional”. Sentencia emitida en el Expediente 0531-
2003-AA/TC, f. j. 2 (Caso Max Antonio Rafael Dávila). 
5 En efecto, siguiendo al profesor FIX-ZAMUDIO podemos decir que en la jurisdicción 
constitucional orgánica la tutela está dirigida a la protección directa y consecuente eficacia de 
las disposiciones y principios constitucionales [supremacía constitucional], efectuando para ello 
un control abstracto entre la disposición normativa acusada de inconstitucionalidad o de 
ilegalidad y la Constitución o ley que se alega ha sido contrariada por aquélla. Cfr. FIX-
ZAMUDIO, Héctor y VALENCIA CARMONA, Salvador, Derecho Constitucional mexicano y 
comparado. 2° ed. México: Porrúa - UNAM, 2001, pp. 211-212. 
6Señala el Tribunal Constitucional que: “(…) en el estado actual de desarrollo del Derecho 
procesal constitucional, los procesos constitucionales persiguen no sólo la tutela subjetiva de 
los derechos fundamentales de las personas, sino también… la tutela objetiva de la 
Constitución”. Sentencia del Expediente N° 0023-2005- PI/TC, f. j. 11. 
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Norma Suprema ha encomendado al Tribunal Constitucional”7.  
 
Por tanto, este Juzgado se encuentra facultado para evaluar las afectaciones 
constitucionales que tiene dimensiones generales, es decir, que suponen un 
incumplimiento sistemático y constante del marco constitucional vigente. En 
ese sentido, el profesor español Pablo Pérez Tremps señala que “también 
puede observarse el recurso de amparo como mecanismo de interpretación de 
la Constitución, esto es, como algo que, trascendiendo de las situaciones 
subjetivas, se proyecta más allá, alcanzando una dimensión objetiva…El 
recurso de amparo es, pues, y al mismo tiempo, un mecanismo de protección 
de derechos subjetivos, predicables de personas concretas y un mecanismo de 
garantía e interpretación de la Constitución entendida como norma jurídica”8.  
 
En conclusión, en virtud del principio de suplencia de queja deficiente, este 
Juzgado se encuentra facultado para evaluar la afectación del derecho a la vida 
y a la salud, en su dimensión de ineficacia del remedio de reparación 
económica y, a la vez, está facultado para determinar con alcances generales 
la adecuada interpretación de los remedios constitucionales que prevé la Ley 
N° 28592 que aprobó el Plan Integral de Reparacione s, para el caso de 
agresiones contra de derechos humanos.  
 
SETIMO: La reparación integral como remedio que integra e l contenido 
esencial de los derechos constitucionales .  La Cuarta Disposición Final y 
Transitoria de la Constitución Política dispone que: “Las normas relativas a los 
derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los 
tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por 
el Perú”. Precisamente, en este caso es necesario acudir a las convenciones 
internacionales para determinar los alcances del remedio de reparación de los 
derechos humanos.  
 
Al respecto, el artículo 29, literal c, de la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos prevé que ese Tratado no puede ser interpretado en un 
sentido que permita “excluir otros derechos y garantías que son inherentes al 
ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de 
gobierno”. De acuerdo con ello, este Juzgado considera que el derecho a la 
reparación integral por afectaciones de derechos no patrimoniales (vida y 
salud) es una exigencia propia o inherente de la condición de ser humano. 
 
OCTAVO: En ese sentido, el profesor argentino Martín Juárez Ferrer comenta 
la normativa convencional para señalar que: “la reparación de daños extra-
patrimoniales o morales sí puede ser considerada como inherente al ser 
humano, puesto que el concepto de daño moral es ligado inextricablemente 
con la afectación y el menoscabo de intereses espirituales, afectivos y 
emocionales de la persona humana. Si tales intereses encuentran protección 
en el derecho constitucional por ser inherentes al ser humano, el menoscabo 

                                                 
7 Sentencia del Expediente N° 2050- 2002-AA/TC, f. j . 25. 
8PÉREZ TREMPS, Pablo. El recurso de amparo.2ª edición. Valencia: Tirant lo Blanch, 2015, 
pp. 33 y 35.  
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de esos intereses que pone en funcionamiento el derecho de daños [la 
reparación de esas afectaciones] recibe idéntica tutela”9. 
 
En otras palabras, si se protege una situación por considerarla moralm ente 
valiosa, el remedio previsto para restablecer el ev entual agravio contra 
esa situación, debe merecer igual protección. Se pr otege tanto la 
situación, como el mecanismo para hacerla eficaz o para restablecerla .  
 
NOVENO: En ese orden, es pertinente recordar que el artículo 63, numeral 1, 
de la Convención Interamericana de Derechos Humanos prevé que: “Cuando 
decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, 
que se reparen las consecuencias de la medida o sit uación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el pa go de una justa 
indemnización a la parte lesionada ” (énfasis agregado). 
 
A partir de allí la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció que: 
“La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación 
internacional consiste en la plena restitución (restitutio in integrum ), lo que 
incluye el restablecimiento de la situación anterior y la reparación de las 
consecuencias que la infracción produjo y el pago de una indemnización como 
compensación por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo el 
daño moral”10. 
 
Respecto del Estado Peruano, la Corte resolvió el caso Penal Miguel Castro 
Castro vs. Perú, donde desarrolló con más precisión los alcances del remedio 
de la reparación estableciendo que: “El daño inmaterial puede comprender 
tanto los sufrimientos y las aflicciones causados por la violación como el 
menoscabo de valores muy significativos para las personas y cualquier 
alteración, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de las 
víctimas. Como no es posible asignar al daño inmaterial un equivalente 
monetario preciso, resulta pertinente proveer por otras vías a la reparación 
integral del daño causado. En primer término, mediante el pago de una 
cantidad de dinero que el Tribunal determina en ejercicio razonable del arbitrio 
judicial, conforme a consideraciones de equidad. En segundo lugar, a través de 
actos u obras de alcance o repercusión públicas, como la transmisión de un 
mensaje de reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de 
que se trata y de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a 
ocurrir. Estos actos pretenden la recuperación de la memoria de las víctimas, el 
reconocimiento de su dignidad y el consuelo de sus deudos. El primer aspecto 
de la reparación de los daños inmateriales se analizará en esta sección y el 
segundo en la sección correspondiente a otras formas de reparación”11. 
 

                                                 
9JUÁREZ FERRER, Martín. El derecho constitucional a la reparación integral. Buenos Aires: 
Hammurabi, 2015, p. 136. 
10 Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, sentencia del 21 de julio de 1989, párrafo 26. 
11Sentencia de fecha 25 de noviembre de 2006, párrafo 430. En sentido idéntico se pronuncia 
la sentencia del 1 de julio de 2006, caso Masacres de Ituango vs. Colombia, párrafo 383. 
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A partir de estos pronunciamientos de la Corte Interamericana es que se ha 
destacado el concepto de “reparación integral” de las afectaciones a los 
derechos humanos. Señala nuevamente Juárez Ferrer que “el derecho a la 
reparación integral si bien está fuerte ligado a la idea de indemnización 
pecuniaria, no se agota en la misma… [existen otras] formas de reparación, 
tales como la publicación de sentencias en casos en que se afectó el honor de 
una persona, la construcción de monumentos in memoriam de quienes 
resultaron víctimas de crímenes, y otras”12.  
 
DECIMO: En este caso, sólo se viene discutiendo la reparación en su 
dimensión pecuniaria, lo que no quiere decir que se trate de un asunto 
patrimonial, pues se trata sólo de una parte de la reparación global que 
corresponde por la afectación de derechos de contenido no patrimonial (vida y 
salud).   
 
En suma, queda claro que el reclamo de reparación económica del actor por el 
asesinato de su madre es parte del contenido esencial del derecho a la vida y a 
la salud, que exige reparar in totum los daños provocados por aquel agravio, lo 
que si bien incluye una suma dineraria para los afectados (hijos de la víctima), 
incorpora también otras medidas complementarias de reparación que, sin 
embargo, no son materia de este amparo.  
 
DECIMO PRIMERO: La interpretación constitucional del Reglamento d e la 
Ley N° 28592.   El Reglamento de la Ley N° 28592, fue aprobado por el Decreto 
Supremo N° 015-2006-JUS y modificado en parte por e l Decreto Supremo Nº 
003-2008-JUS.  
 
El texto actual del artículo 3 del citado Reglamento incorpora la siguiente 
definición: 

 
“Plan Integral de Reparaciones – PIR.-  
Es el Instrumento técnico normativo que establece los principios, enfoques, 
objetivos, políticas y acciones que guían la acción del Estado para sus tres niveles 
de gobierno, en materia de reparación, a las víctimas de la violencia ocurrida 
durante el período comprendido entre mayo de 1980 y noviembre de 2000 (…)” 

 
De acuerdo con lo anterior, queda claro que el Plan Integral de Reparaciones 
regula las distintas maneras en que pueden ser reparados los derechos 
constitucionales afectados como consecuencia del periodo de violencia 
ocurrido entre 1980 y el 2000. Es decir, se incorporan los remedios de 
reparación de derechos constitucionales vulnerados que –como vimos- forman 
parte del contenido esencial de esos mismos derechos. 
 
DECIMO SEGUNDO: En ese entendido, y conforme a las exigencias 
interpretativas que establece el Tribunal Constitucional13, este Juzgado  

                                                 
12 JUÁREZ FERRER, p. 71. 
13 “El principio pro homine es un principio hermenéutico que al tiempo de informar el derecho de 
los derechos humanos en su conjunto, ordena que deba optarse, ante una pluralidad de 
normas aplicables, siempre por aquella norma iusfundamental que garantice de la manera más 
efectiva y extensa posible los derechos fundamentales reconocidos; es decir aquella que 
despliegue una mayor eficacia de la norma. O como reiteradamente ha señalado la 
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coincide con el criterio contenido en el Informe de Adjuntía N° 02-2013-
DP/ADHPD, de febrero de 2013, el cual indica que –de acuerdo con el principio 
pro homine- las normas que regula las exclusiones de reparaciones deben ser 
interpretadas en sentido restrictivo, mientras que el acceso a tales reparaciones 
debe ser interpretado en sentido extensivo. Citamos lo señalado en la página 9 
del citado Informe: 
 

“… no podemos dejar de mencionar que en el supuesto de que existiera alguna duda 
respecto a las exclusiones a que hace referencia el Reglamento del PIR, se tendría que 
recurrir a la interpretación más favorable a la persona, en virtud del ‘principio pro 
homine’. 
Dicho principio constituye ‘un criterio hermenéutico que informa todo el Derechos de los 
derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia o a la 
interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos o, 
inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de 
establecer limitaciones permanentes al ejercicio de los derechos o a su suspensión 
extraordinaria”. 

 
DECIMO TERCERO: Teniendo en cuenta lo anterior, se debe evaluar la 
discusión interpretativa que existe respecto de los textos contenidos en los 
actuales artículos 44 y 52 del  Reglamento de la Ley N° 28592, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 015-2006-JUS y modificado en par te por el Decreto 
Supremo Nº 003-2008-JUS, que se citan a continuación: 

 
“ARTÍCULO 44.- EXCLUSIONES.-  
La asignación de reparación económica se encontrará compensada o excluida, si 
ya se ha recibido algún beneficio dinerario como medida de reparación por parte 
del Estado por: 

 
c) Aplicación de la normatividad legal vigente (…) 
 
La asignación de reparación económica no excluye o limita el goce de otros 
beneficios otorgados por el Estado que hayan sido establecidos de acuerdo a ley, 
a excepción de lo indicado en el párrafo anterior. 
 
Si el beneficiario tiene derecho a recibir más de una medida de reparación 
económica, recibirá la más ventajosa”. 

 
 
“ARTÍCULO 52.- EXCLUSIONES DE LA CONDICIÓN DE BENEFI CIARIOS.- 
No son considerados beneficiarios de la Ley y del presente Reglamento: y por 
ende no son beneficiarios de los programas a que se refiere la presente Ley: 
(…) 

 
d) Las víctimas que hubieran recibido reparaciones por otras decisiones o 

políticas del Estado sean leyes especiales de atención a las víctimas o por 
cumplimiento de sentencias o acuerdos internacionales sobre reparaciones, 

                                                                                                                                               
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el principio pro homine implica que los preceptos 
normativos se tengan que interpretar del modo que mejor se optimice el derecho constitucional 
y se reconozca la posición preferente de los derechos fundamentales [STC N.º 1049-2003-PA, 
fundamento 4]. Asimismo pero de manera inversa, también  implica que debe preferirse la 
norma o interpretación más restringida cuando de los que se trata es de fijar restricciones al 
ejercicio de los derechos, sean éstas de carácter permanente o extraordinaria. Esta directriz de 
preferencia de normas o de interpretación alcanza a ser aplicable incluso en los casos de duda 
sobre si se presenta una situación en que se encuentran en juego derechos fundamentales u 
otros derechos” (Sentencia del Expediente N° 2005-2 009-AA/TC, f. j. 33). 
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bajo el principio de que no se puede recibir doble tipo de beneficio por la 
misma violación (…)”. 

 
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos sostiene que están normas 
impiden que los sujetos que hayan padecido más de dos afectaciones, reciban 
una reparación por cada una de ellas. En efecto, los artículos 44 y 52 del 
Reglamento excluirían la posibilidad de que un sujeto reciba más de una 
reparación. 
 
Mientras que el demandado, apoyado en los criterios de la Defensoría del 
Pueblo sobre las mismas normas reglamentarias, sostiene que por cada 
afectación de sus derechos constitucionales le corresponde una reparación. Es 
decir, que además de la reparación que recibió por la pérdida de su brazo 
(discapacidad permanente) le corresponde una reparación por los daños 
generados como consecuencia de la tortura y asesinato de su madre. 
Concluyendo que las exclusiones se refieren a los casos de doble reparación 
del mismo evento.   
 
DECIMO CUARTO: Este Juzgado debe definir cuál de las dos posturas es 
acorde con el contenido constitucional de la reparación de los derechos a la 
vida y salud. Para lograr ese propósito, se debe reconocer antes que la 
posición de cada una de las partes descansa efectivamente en distintos 
sentidos interpretativos de los mismos textos normativos. Por lo que es 
conveniente realizar una interpretación que permita distinguir entre 
“disposición” y “norma”. Señala el Tribunal Constitucional que: 
 

“En todo precepto legal se puede distinguir: 
a) El texto o enunciado, es decir, el conjunto de palabras que integran un determinado 

precepto legal (disposición); y, 
b) El contenido normativo, o sea el significado o sentido de ella (norma)” (Sentencia del 

Expediente N° 0010-2002-AI, f. j. 34). 
 
A nivel doctrina, el profesor italiano Ricardo Guastini señala que: 
 

1) “Llamo “disposición” a cada enunciado que forme parte de un documento normativo, es 
decir, a cada enunciado del discurso de las fuentes. 

2) Llamo “norma” a cada enunciado que constituya el sentido o significado atribuido por 
alguien [el intérprete] a una disposición (o a un fragmento de disposición, o a una 
combinación de disposiciones, o a una combinación de fragmentos de 
disposiciones)”14. 
 

DECIMO QUINTO: De acuerdo con lo mencionado, este Juzgado puede 
encontrar dos tipos de normas distintas que se derivan de los artículos 44 y 52 
del Reglamento: 
 
 
Norma1 principal  El Plan Integral de Reparaciones prevé una única 

reparación por todas las afectaciones padecidas. 
 

                                                 
14 GUASTINI, Ricardo. Disposición Vs. Norma. En Susana Pozzolo y Rafael Escudero 
(editores): “Disposición vs. Norma”. Lima: Palestra editores, 2011, página 136.   
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Norma1consecuente  Si alguien ya recibió una reparación del Plan 
Integral, se excluye las reparaciones por otros 
daños. 

 
 
Norma2 principal  El Plan Integral de Reparaciones prevé una 

reparación por cada afectación padecida. 
 
Norma2 consecuente  Si un daño fue reparado por otra vía, se excluye esa 

reparación (y no la de otros daños) del Plan Integral.  
 
Si bien todas estas normas se derivan del texto de los artículos 44 y 52 del 
Reglamento, es claro que el primer grupo de normas es más restrictivo, es 
decir limita más la posibilidad de acceder a las reparaciones. Paradójicamente, 
el Ministerio demandado, que es uno de los principales llamados a proteger los 
derechos humanos, ha optado en su Informe N° 83-201 3-JUS/OGAJ por 
asumir esta lectura interpretativa, excluyendo, sin dar mayores razones , las 
otras normas más extensivas y protectoras de los derechos, pero que surgen 
del mismo texto normativo.   
 
En efecto, el segundo grupo de normas contiene una interpretación más 
restrictiva a las limitaciones para acceder a la reparación de los daños contra 
los derechos constitucionales y, por ende, es más extensiva en cuanto al 
otorgamiento de la reparación por los agravios contra esos derechos. Es decir, 
este Juzgado debe optar por ese segundo grupo por ser una exigencia 
impuesta por el principio pro homine aplicable a este caso. 
 
Más aún, el hecho que el Estado haya reconocido que las hermanas del 
demandante sí merecen una reparación, evidencia que corresponde a “todos” 
los sucesores de doña Constantina Huayllaccahua Vílchez, la reparación 
económica por los daños de sus derechos a la salud y vida. No existe 
justificación racional para hacer distinción entre los hijos de la señora 
Constantina.  
 
Y es que la reparación que recibió el actor por la pérdida de su brazo, sólo le 
corresponde a él como titular del derecho afectado. Y, de modo similar, la 
reparación por la afectación de doña Constantina Huayllaccahua Vílchez le 
correspondería sólo a ella como titular de los derechos constitucionales 
afectados y, ante su fallecimiento, la reparación corresponde a todos sus 
herederos y no sólo a alguno de ellos.  
 
En efecto, como dicta la Corte Interamericana de Derechos Humanos, las 
medidas de reparación buscan restaurar in totum los daños generados, 
finalidad que no se lograría si se dispone que solo una parte de la parte (la que 
corresponde a las hermanas) sea efectiva y se niega la otra parte de la 
reparación (la que corresponde al actor). 
 
De ahí que este Juzgado deba concluir que el demandado efectivamente ha 
sido afectado al negársele la reparación que le corresponde como sucesor de 
doña Constantina Huayllaccahua Vílchez. Y que, por ende, el Estado Peruano 
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ha cometido una arbitrariedad al negarle, con su omisión, el acceso a dicha 
reparación. De modo que se deben descartar del sistema jurídico aquellas 
normas o sentidos interpretativos restrictivos de los artículos 44 y 52 del 
Reglamento y que dan lugar a la Norma1 principal  y a la Norma1consecuente , lo que 
exige dejar sin efecto legal el criterio contenido en el Informe N° 83-2013-
JUS/OGAJ. 
 
En otras palabras, sería inconstitucional en el caso concreto toda interpretación 
y/o normas en donde se considere que el Plan Integral de Reparaciones prevé 
una única reparación por todas las afectaciones padecidas, pues nuestro 
sistema constitucional no tolera la posibilidad que se despoje de la reparación 
integral que corresponde por cada afectación de derechos que se padece.  
 
Por el contrario, sí serán constitucionales aquellas “normas” o interpretaciones 
que permitan entender que el Plan Integral de Reparaciones prevé una 
reparación por cada afectación padecida y sólo excluye los casos en donde se 
presente una doble reparación del mismo daño, es decir, los casos en que el 
reclamante ya recibió la reparación de cierto daño a través de otros cauces 
legales o jurisdiccionales.  
 
Por consiguiente, al haberse acreditado vulneración al derecho constitucional a 
la salud y la vida, la demanda debe ser estimada. 
 
DECIMO SEXTO: Estado de cosas inconstitucionales. Como ya se ha 
resaltado, la materia aquí controvertida tiene un alcance que va más allá de las 
partes. Y es que como lo viene denunciando la Defensoría del Pueblo desde el 
año 2013 (Informe de Adjuntía N° 02-2013-DP/ADHPD, de febrero de 2013, de 
la Adjuntía de Derechos Humanos y de las Personas con Discapacidad) el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos viene lesionando de manera 
constante y programada la reparación integral de los sujetos lesionados en sus 
derechos constitucionales que forman parte del Plan Integral de Reparaciones 
que regula la Ley N° 28592. 
 
De acuerdo con la información alcanzada por el mismo Ministerio demandado y 
alcanzada por la Defensoría del Pueblo a este proceso, “existe un total de 
5,516 beneficiarios con más de una afectación que genera el derecho a una 
medida de reparación económica” (Oficio N° 030-2016 -JUS-CR-ST, de fecha 6 
de junio de 2016). Es decir, existen 5,516 personas plenamente identificadas 
que a pesar de haber padecido más de una afectación, sólo han recibido una 
única reparación, negándoseles a todos ellos la tutela o los remedios que 
constitucionalmente les corresponden por otros agravios distintos.  
 
De esta suerte, si se protege sólo al actor, se deja en desamparo a todas las 
otras personas que sufren idéntica afectación, más aún si, como está 
demostrado, esos agravios y arbitrariedades forman parte del usual proceder 
del llamado Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. De ahí la 
trascendencia de la dimensión objetiva de los derechos constitucionales. En 
efecto, como señala el profesor Julián Tole Martínez “… la importación dada a 
la teoría de la doble dimensión (y la teoría de los principios) de los derechos 
fundamentales por la Corte Constitucional, nos permite inferir que el contenido, 
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el régimen jurídico y la protección no se agotan con los derechos subjetivos… 
De hecho… la Corte Constitucional puede dirigir políticas o directrices 
fundamentales encaminadas a la exigencia o a las expectativas de la 
colectividad”. Y en ese orden, añade que “la Corte Constitucional, con el fin de 
buscar remedio a situaciones de vulneración de los derechos fundamentales 
que tienen un carácter general (en tanto que afectan a multitud de personas),y 
cuyas causas son de naturaleza estructural (esto es, que generalmente la 
causa de la vulneración no se origina de manera exclusiva en la autoridad 
demandada y, por lo tanto, su solución exige la acción mancomunada de 
distintas entidades), crea la figura del estado de cosas inconstitucionales”15. 
 
Nuestro Tribunal Constitucional ha acogida esa postura originaria de la Corte 
Constitucional de Colombia, pata lo cual ha señalado que “el Tribunal 
Constitucional ha recurrido a esta directiva [del estado de cosas 
inconstitucionales] para dejar sentada una decisión con alcances generales 
cuando se ha verificado una práctica de renuencia sistemática y reiterada, que 
constituye una situación o comportamiento contrario a la Constitución […], y 
que debe ser erradicado a fin de evitar una sistemática vulneración de los 
derechos fundamentales de un sector de la población”16.  
 
Al respecto, la magistrada de la Corte Constitucional de Colombia, Clara Inés 
Vargas Hernández señala que en el estado de cosas inconstitucionales, “junto 
a la orden cautelar que emite la Corte Constitucional, destinada a proteger 
directamente los derechos fundamentales de los accionantes, el juez declara 
que existe una situación estructural que lesiona, de manera permanente, el 
ejercicio de los derechos fundamentales de un número amplio, y en ocasiones 
indeterminado, de personas que no instauraron la demanda. De tal suerte que, 
en estos casos, el juez constitucional no se limita a examinar los hechos de la 
demanda y la respuesta del accionado de manera aislada, sino que 
contextualiza el caso concreto inscribiéndolo en una situación de hecho mucho 
más amplia y estructural que es la causa profunda no sólo de una lesión 
particular y concreta a unos derechos inherentes a la persona, sino que se 
refleja en otros casos semejantes”17. 
 
De acuerdo con lo anterior, este Juzgado declara el estado de cosas 
inconstitucionales en que ha incurrido de modo sistemático y persistente el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos por cuanto ha negado de manera 
indefectible la reparación de todos los afectados en sus derechos 
constitucionales en más de una ocasión, situación que deberá ser reparada 
para todos los casos, además del que es materia de autos.   
 
Situación que se hace más grave si se toma en cuenta que no se trata de un 
asunto de relevancia meramente legal, como ha pretendido sostener la parte 
                                                 
15 TOLE MARTÍNEZ, Julián. La teoría de la doble dimensión de los derechos fundamentales en 
Colombia. El Estado de cosas inconstitucionales, un ejemplo de su aplicación. En “Cuestiones 
Constitucionales”, Revista mexicana de Derecho Constitucional, N° 15, 2006. p. 294 y 302-303. 
16Sentencia del Expediente N.° 4119-2005- PA/TC, f. j . 59. 
17 VARGAS HERNÁNDEZ, Clara Inés. La garantía de la dimensión objetiva de los derechos 
fundamentales y la labor del juez constitucional colombiano en sede de acción de tutela: El 
llamado Estado de cosas inconstitucional. En “Estudios constitucionales”, Año 1, N° 1, 
Universidad de Talca, Santiago de Chile, 2003, p. 214. 



21 
 

demandada, sino que se trata de una exigencia impuesta por los tratados 
internacionales y por nuestra propia Carta Política. En esa circunstancia, 
corresponde que el efecto de la sentencia sea beneficioso para todos los que 
se encuentran en igual condición. En ese sentido, la demandada deberá 
reparar de forma integra a todos los afectados sin necesidad de que recurran al 
Poder Judicial, pero si no lo hacen de manera voluntaria, cada afectado puede 
recurrir a este juzgado, en fase de ejecución, para hacer efectivo su derecho. 
 
NOVENO: La demandada debe pagar costos.  
 
DECISION: 
Por las razones expuestas y al amparo del artículo 200º inciso 2º de nuestra 
Constitución  y 1º del Código Procesal Constitucional, con criterio de conciencia 
y administrando justicia a nombre de la NACION, el Juez del Quinto Juzgado 
Especializado en lo Constitucional, DECIDE:  
 
1. DECLARAR FUNDADA la demanda de AMPARO  interpuesta por CARLOS 
RUÍZ HUAYLLACCAHUA contra el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
y contra la Secretaría Técnica de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel de las 
acciones y políticas del Estado en los ámbitos de paz, reparación colectiva y 
reconciliación nacional. EN CONSECUENCIA, se dispone que la demandada 
cumpla con reparar la afectación de los derechos constitucionales de la madre 
del actor y, a su vez, se declara nulo y sin valor alguno el Informe N° 82-2013-
JUS/OGAJ. Por tanto, se deberá abonar al actor el monto dinerario que 
corresponda, en el plazo de 3 días, bajo apercibimiento de aplicarse las 
sanciones reguladas en los artículos 22 y 59 del Código  Procesal 
Constitucional.    
 
2. Asimismo, dado que la afectación inconstitucional detectada es sistemática y 
reiterada, este Juzgado DECLARA EL ESTADO DE COSAS 
INCONSTITUCIONALES , de modo que se exige a las entidades demandadas 
que en el plazo máximo de cuatro meses procedan con la entrega de las 
reparaciones que prevé el Plan Integral de Reparaciones para todas las 
personas que han padecido más de una afectación de sus derechos 
constitucionales, a razón de una reparación por hecho agraviante.  En caso, la 
demandada incumpla con lo ordenado por el juzgado, las víctimas podrán 
recurrir a este proceso, en fase de ejecución, a fin de hacer efectivo su derecho    
3. Con costos del proceso. 
4 OFICIESE a la Defensoría del Pueblo poniéndole en conocimiento de la 
presente decisión y coadyuve a su cabal cumplimiento. 
5.- Notifíquese a las partes. Cumplan las partes con señalar su domicilio 
electrónico.      
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